
ESPAÑA (Nivel 1)  
  

El Gobierno de España cumple plenamente las normas mínimas para la 
eliminación de la trata. El Gobierno siguió realizando esfuerzos importantes y 
constantes durante el periodo que abarca este informe, teniendo en cuenta el 
impacto que tuvo la pandemia de la COVID-19, si se dio el caso, en la 
capacidad de lucha contra la trata; por lo que España se ha mantenido en el 
nivel uno. Dichos esfuerzos consistieron en investigar y procesar a más 
presuntos traficantes, al mismo tiempo que los tribunales condenaron a más 
traficantes y continuaron imponiendo penas de prisión adecuadas. Asimismo, 
la justicia continuó indemnizando considerablemente a la mayoría de víctimas 
tras condenar a los traficantes. El Gobierno identificó a más víctimas, la policía 
desarrolló otro exhaustivo curso formativo sobre la trata. El Gobierno continuó 
proporcionando una amplia formación a un gran número de funcionarios, y las 
fuerzas y cuerpos de seguridad siguieron participando en exhaustivas 
investigaciones y alianzas internacionales, que permitieron la identificación de 
víctimas y detención de sospechosos. Aunque el Gobierno cumple los 
estándares mínimos, siguió habiendo deficiencias en la identificación de 
víctimas y el Gobierno no notificó la identificación de ninguna víctima entre la 
población solicitante de asilo, pese a que es probable que sí las hubiera. El 
Gobierno siguió sin contar con mecanismos adecuados para identificar a 
potenciales víctimas de trata entre los solicitantes de asilo y migrantes 
indocumentados. Las ONG de financiación pública atendieron a menos 
víctimas, y el Gobierno no indemnizó a ninguna víctima, al no haber ningún 
fondo destinado para ello.   
  
RECOMENDACIONES POR ORDEN DE PRIORIDAD:  

• Aumentar la identificación proactiva de las víctimas, en especial entre 
ciudadanos españoles y poblaciones vulnerables, como los menores, 
migrantes indocumentados, solicitantes de asilo y trabajadores de 
sectores y zonas agrícolas con un índice elevado de explotación laboral.  

• Mejorar la implementación uniforme de protocolos nacionales de 
identificación y derivación de víctimas y la formación sistemática para 
funcionarios en primera línea sobre la identificación proactiva de 
víctimas.  

• Permitir la identificación formal y derivación de las víctimas por parte de 
entidades distintas a las fuerzas y cuerpos de seguridad, como 
inspectores de trabajo, trabajadores de peticiones de asilo, sanitarios, 
trabajadores sociales y ONG.  
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• Ampliar los centros de atención a las víctimas a todas las comunidades 
autónomas.  

• Incrementar las investigaciones, procesamientos y condenas por delitos 
de trata.  

• Crear un fondo de compensación estatal para las víctimas de trata.  
• Mejorar la protección de los trabajadores mediante la aplicación de 

regulación y supervisión estrictas a las empresas captadoras, sobre las 
cuales se impongan sistemáticamente medidas efectivas para hacer 
cumplir la ley.  

• Seguir aumentando los recursos de protección a disposición de las 
víctimas y los testigos, incluido el aumento de las medidas de seguridad 
y considerar mecanismos para preservar la identidad de los peritos 
judiciales.  

• Incrementar los recursos, incluido el personal, de la Oficina del Relator 
Nacional y considerar hacerla independiente.  

• Incrementar la seguridad de los menores no acompañados en los centros 
de detención de inmigrantes y en los centros de acogida del Gobierno 
para protegerlos frente a la captación por parte de traficantes.  

• Formar sistemáticamente a los fiscales y jueces en trata de seres 
humanos y en la aplicación de la ley desde una perspectiva centrada en 
la víctima.  

• Incrementar el compromiso con las víctimas, como, por ejemplo, 
estableciendo mecanismos accesibles para compensarlas por aportar su 
opinión a la hora de elaborar políticas, programas y planes formativos.  

• Mejorar la coordinación con una respuesta multidisciplinar efectiva 
entre el Gobierno y las ONG de financiación pública para luchar contra la 
trata.  

• Incrementar la formación y los esfuerzos para realizar investigaciones de 
delitos financieros paralelamente a los casos de trata de seres 
humanos.   

  
PROCESAMIENTO   
El Gobierno aumentó sus esfuerzos para hacer cumplir la ley. El artículo 177 
bis del Código Penal tipifica la trata con fines de explotación sexual y laboral y 
establece penas de prisión de cinco a ocho años, suficientemente severas y, 
con respecto a la explotación sexual, proporcionales a las penas por otros 
delitos graves, como el secuestro. Durante el periodo que abarca este informe, 
en respuesta a la guerra de Rusia contra Ucrania, el Gobierno implementó una 
reforma del artículo 177 bis, que incrementa expresamente las penas para los 
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delitos de trata que afecten a víctimas desplazadas como consecuencia de un 
conflicto armado o catástrofes humanitarias. En su informe de 2018, el GRETA 
manifestó que el Código Penal no definía claramente el trabajo forzoso, lo que 
dificultaba el procesamiento. La sociedad civil lleva haciendo hincapié, al 
menos desde 2018, en la necesidad de una ley integral específica contra la 
trata; el Gobierno sometió la ley a consulta pública en noviembre de 2022 y el 
Consejo de Ministros la estaba estudiando al término del período que abarca 
este informe.  
  
Según los datos provisionales —pendientes de confirmar como definitivos por 
el Gobierno— de 2022, las fuerzas y cuerpos de seguridad iniciaron 91 
investigaciones de trata de seres humanos: 62 por tráfico sexual y 29 por trata 
laboral (de las cuales, dos por explotación para realizar actividades delictivas). 
Esto supuso un aumento significativo en comparación con las 55 de 2021 y 83 
de 2020, aunque menos que las 103 de 2019. Además de las investigaciones 
policiales, la Fiscalía inició 285 investigaciones, un considerable aumento en 
comparación con las 115 investigaciones de 2021 y las 119 de 2020. Las 
fuerzas y cuerpos de seguridad comunicaron 98 operaciones específicas contra 
organizaciones delictivas involucradas en la trata de seres humanos durante 
2022, lo que supuso un aumento con respecto a las 71 de 2021. Según datos 
provisionales, se emprendieron acciones judiciales contra 70 sospechosos —61 
de ellos por tráfico sexual y nueve por trata laboral (ocho por explotación 
doméstica y uno por explotación para realizar actividades delictivas)—, lo cual 
supuso un aumento en comparación con los 64 de 2021 y 52 de 2020, aunque 
un descenso frente a los 127 de 2019. En general, disminuyeron los procesos 
judiciales por trata laboral y, a diferencia de años anteriores, el Gobierno no 
notificó haber procesado a ningún presunto traficante por trata laboral o 
mendicidad forzada. En 2022, según datos provisionales, los tribunales 
condenaron a 68 traficantes —58 por tráfico sexual y 10 por trata laboral—, lo 
que supuso un considerable aumento frente a los 43 de 2021 y 32 de 2020. El 
Tribunal Supremo ratificó en 2022 cinco sentencias de trata que habían sido 
apeladas. La mayoría de los traficantes condenados eran originarios de 
Nigeria, Rumanía, Nicaragua, Colombia y España. Los tribunales impusieron 
penas adecuadas a los traficantes; en todos los casos las penas de prisión 
fueron superiores a un año, siendo la mayor de 27 años y medio. A los 
traficantes se les impuso penas independientes por cada víctima explotada, lo 
cual dio lugar a sentencias que superaron el máximo permitido; no obstante, la 
ley establece que el tiempo máximo de cumplimiento de pena de cárcel es de 
20 años.   
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El Ministerio del Interior (MI) coordinó las actuaciones para hacer cumplir la 
ley a través de la Policía Nacional, la Guardia Civil y los cuerpos locales, entre 
lo que se incluyeron unidades especializadas para luchar contra la trata de 
seres humanos. En 2022, el Gobierno proporcionó una amplia formación a los 
profesionales que trabajan en centros de protección de menores; cursos de 
actualización en academias para los cuerpos y fuerzas de seguridad; en 
colaboración con ONG, formación para los profesionales que participan 
directamente en la recepción y asistencia de refugiados ucranianos; y 
formación para diversas partes interesadas, como agentes de policía, jueces y 
funcionarios, sobre la prevención, identificación y asistencia a víctimas. La 
Guardia Civil comunicó que organizó varias conferencias acerca de la trata de 
personas y, en junio de 2022, desarrolló por segunda vez un completo curso 
formativo en línea sobre la trata. Sin embargo, las ONG señalaron que era 
necesaria más formación para los agentes no especializados de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad. En septiembre de 2022, la Guardia Civil colaboró con 
una universidad para impartir un curso de una semana sobre la trata de seres 
humanos en Chipre a agentes de policía de Estados miembros de la Unión 
Europea. Las fuerzas y cuerpos de seguridad continuaron sus intensos 
esfuerzos para cooperar en operaciones con la EUROPOL, INTERPOL, Agencia 
de la Unión Europea para la Cooperación Judicial Penal, EUROFRONT, 
Plataforma Multidisciplinar Europea contra las Amenazas Delictivas, y otras 
organizaciones internacionales del orden público. En 2022, las fuerzas y 
cuerpos de seguridad comunicaron que habían llevado a cabo investigaciones 
internacionales y operaciones conjuntas con Bélgica, Colombia, Ecuador, 
Alemania, Francia, Nigeria, Pakistán, Paraguay, Polonia, Rumanía y Suiza, que 
tuvieron como resultado la identificación de al menos 301 víctimas y la 
detención de al menos 80 sospechosos. En septiembre de 2022, el Gobierno 
de Países Bajos coordinó una operación conjunta con 19 países, incluido 
España, contra redes criminales que usan páginas web y redes sociales para 
captar víctimas, entre ellas refugiados de Ucrania, para la explotación y el 
tráfico sexual; la operación tuvo como resultado la identificación de 45 
posibles víctimas en los países participantes, 25 de ellas de origen ucraniano. 
Las fuerzas y cuerpos de seguridad mantuvieron operativo el grupo de 
investigación de tráfico cibernético, así como la vigilancia periódica de las 
plataformas virtuales de rastreo usadas habitualmente por traficantes, en 
respuesta al creciente uso de internet y las redes sociales para captar víctimas 
de trata; estos esfuerzos derivaron en cinco operaciones policiales y la 
detención de 46 sospechosos. Las fuerzas y cuerpos de seguridad también 
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declararon haber aumentado la vigilancia de páginas web mediante la 
búsqueda de publicidad en línea relacionada con la trata.   
  
El área especializada de Trata de Personas de la Fiscalía cuenta con fiscales 
especializados que abarcan todas las jurisdicciones. La Policía Nacional 
continuó usando un manual operativo para hacer frente a la trata laboral, 
incluida la explotación para trabajar en plantaciones de cannabis, y los jueces y 
fiscales contaron con una guía marco para los casos de trata con 
recomendaciones de sentencia. El Estado no dispone de jueces ni de órganos 
jurisdiccionales especializados en la trata; no obstante, los casos sobre trata 
con fines de explotación sexual pudieron procesarse en juzgados 
especializados en delitos de violencia de género (VG). Sin embargo, los 
expertos concluyeron que los jueces no solían estar adecuadamente formados 
en la gestión de casos de trata de seres humanos y su acceso a formación 
específica en dicha materia era limitado. La coordinación entre las fuerzas y 
cuerpos de seguridad, las ONG y los fiscales especializados continuó siendo 
sólida y eficaz, aunque varió entre comunidades autónomas y provincias. La 
Fiscalía siguió reuniéndose trimestralmente con ONG y los cuerpos y fuerzas 
de seguridad para coordinar la identificación y asistencia de las víctimas, y 
continuó su labor de coordinación a través de sus puestos de enlace con la 
Policía Nacional y la Guardia Civil. El Gobierno no informó de nuevas 
investigaciones, procesamientos ni condenas de funcionarios cómplices de 
delitos de trata.   
  
PROTECCIÓN  
El Gobierno mantuvo esfuerzos de protección variados: la identificación de 
víctimas aumentó, mientras que la asistencia a víctimas disminuyó. En 2022, 
las autoridades comunicaron la identificación de 227 víctimas de trata, de las 
cuales 129 fueron víctimas de explotación sexual y 98, de trata laboral (de 
ellas, nueve por explotación para realizar actividades delictivas). En 
comparación con las 114 víctimas de trata en 2021, estas cifras supusieron un 
considerable aumento, aunque fueron similares a las 226 víctimas 
identificadas en 2020, y significativamente inferiores a las 467 de 2019. De las 
víctimas identificadas, 16 eran menores de edad, y de ellas, cuatro eran 
víctimas de tráfico sexual de menores y diez de trata laboral (seis por 
explotación para realizar actividades delictivas); nueve eran de nacionalidad 
española, de las cuales seis eran víctimas de tráfico sexual de menores y tres 
de trata laboral; 55 eran migrantes indocumentados víctimas de explotación 
sexual; y 21 eran migrantes indocumentados víctimas de trata laboral. Siguió 
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habiendo deficiencias en la identificación de víctimas, y el Gobierno no 
informó de ninguna víctima solicitante de asilo en 2022, 2021 ni 2020. Aunque 
el Gobierno no disponía de un NRM (Mecanismo Nacional de Remisión), 
continuó aplicando los protocolos nacionales de identificación y derivación de 
víctimas; no obstante, las ONG declararon que no se aplicaron uniformemente 
en todo el territorio español y que los protocolos para solicitantes de asilo 
eran deficientes. Además, 15 de las 17 comunidades autónomas emplearon 
sus propios protocolos para la identificación de víctimas de trata, que al 
parecer se aplicaron conjuntamente con el protocolo nacional. Las dos 
comunidades autónomas sin protocolos propios continuaron usando el 
nacional. El Gobierno siguió aplicando protocolos para la identificación de 
víctimas en los aeropuertos de Madrid y Barcelona durante 2022, aunque no 
comunicó si se identificó a alguna víctima gracias a ello.   
  
Las fuerzas y cuerpos de seguridad eran la única entidad que podía identificar 
formalmente a las víctimas. Aunque la identificación formal de víctimas no 
estaba supeditada a que estas colaborasen en los procesos judiciales, se les 
siguió requiriendo ser interrogadas por los agentes para ser consideradas 
formalmente como víctimas, lo cual, a su vez, les daba derecho a recibir 
prestaciones específicas. Los interrogatorios de las víctimas para su 
identificación formal solían coordinarse con una ONG, que posteriormente se 
encargaría de asistir a la víctima. Las ONG acompañaron a menudo a las 
fuerzas y cuerpos de seguridad en operaciones para asistir e informar a las 
víctimas identificadas. Las víctimas identificadas por ONG y otras entidades 
ajenas a las fuerzas y cuerpos de seguridad no se incluyeron en las estadísticas 
nacionales si las víctimas rechazaban hablar con la policía. Según las ONG, 
esto, unido a las carencias persistentes en la identificación de víctimas entre 
menores, ciudadanos españoles, migrantes indocumentados y solicitantes de 
asilo, provocó que las estadísticas oficiales de víctimas probablemente 
reflejaran tan sólo parte de la realidad. Durante el periodo que abarca este 
informe, las ONG criticaron que se requiriera la intervención de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad para identificar a las víctimas y abogaron por el acceso 
incondicional a ayuda. No obstante, el Gobierno declaró que las víctimas que 
decidieron no colaborar con las fuerzas y cuerpos de seguridad tuvieron los 
mismos derechos y servicios de asistencia. Los expertos y miembros del 
Gobierno estimaron que entre el 80 y el 90 por ciento de las 500. 000 personas 
que trabajan en el comercio sexual en España podrían ser víctimas no 
identificadas de trata sexual dentro de la industria sexual despenalizada, y el 
GRETA concluyó en su informe de 2018 que las estadísticas de identificación 
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de víctimas no reflejaban la dimensión de la trata de personas. Además, varias 
ONG reconocieron la discrepancia entre España y países vecinos con respecto 
a la infrecuente identificación de menores víctimas de trata. En los últimos 
años, las fuerzas y cuerpos de seguridad han observado un incremento en la 
identificación de víctimas entre las edades de 18 y 22 años, y las autoridades 
han reconocido que muchas de estas víctimas probablemente fueran ya 
víctimas de trata desde niños, pero no habían sido identificadas. En julio de 
2021, el Defensor del Pueblo español solicitó públicamente una mejora de las 
medidas de protección, especialmente mejores protocolos nacionales de 
identificación y derivación de víctimas.   
  
El Gobierno declaró que la Guardia Civil desplegó equipos de asistencia a 
inmigrantes en las zonas costeras con elevadas tasas de migración irregular. A 
su llegada, las autoridades declararon que examinaban a los migrantes en los 
centros de estancia temporal en busca de indicios de trata. No obstante, el 
Gobierno continuó sin protocolos ni mecanismos adecuados para la detección 
de víctimas entre los solicitantes de asilo y migrantes indocumentados; en 
consecuencia, las fuerzas y cuerpos de seguridad no notificaron la 
identificación de ninguna víctima entre dichos colectivos vulnerables. Ante las 
cerca de 30.000 llegadas de migrantes por las rutas de migración irregular por 
tierra y mar durante 2022, varias ONG manifestaron su preocupación por la 
falta de mecanismos adecuados para identificar a potenciales víctimas en 
zonas con gran número de llegadas de migrantes, como las Islas Canarias, la 
costa sur del país y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. Las fuerzas y 
cuerpos de seguridad y las ONG señalaron que es probable que hubiera 
traficantes que explotaran a algunos migrantes indocumentados en sus países 
de origen o de camino a España. Dadas las carencias persistentes en los 
protocolos de identificación, los migrantes indocumentados a veces eran 
identificados posteriormente como víctimas de trata durante las entrevistas de 
asilo, aunque es posible que se vieran sometidos a sanciones migratorias, 
como procesos de deportación, antes de ser identificados. El Gobierno 
continuó sus esfuerzos para proteger a los refugiados que huyeron de la 
guerra de Rusia contra Ucrania; para ello, mantuvo en funcionamiento cuatro 
centros de recepción, tramitó solicitudes de protección temporal y habilitó una 
línea telefónica y una página web para ayudar a los refugiados ucranianos.   
  
Las ONG de financiación pública comunicaron que habían asistido 
aproximadamente a 6.322 potenciales víctimas en 2022, de las cuales 42 eran 
menores y seis, ciudadanos españoles. Esto supuso un descenso en 
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comparación con las cifras de años anteriores: las ONG de financiación pública 
asistieron a 8.240 potenciales víctimas en 2021, y a 1.468 víctimas y a 4.661 
potenciales víctimas en 2020. Las ONG de financiación pública informaron de 
que proporcionaron a al menos 330 víctimas potenciales de trata asistencia 
jurídica, ayuda para la reinserción laboral y asistencia en la solicitud de asilo y 
permisos de residencia; a 149 refugio; a 57 asistencia sanitaria; a 56 servicios 
educativos; y a 93 servicios de intervención social. En 2022, el Gobierno asignó 
6 millones de euros (6,41 millones de dólares) a ayudas para ONG que 
proporcionan asistencia a víctimas, lo que supuso un descenso frente a los 7,6 
millones de euros de 2021 (8,12 millones de dólares) y los 6,5 millones de 
euros (6,94 millones de dólares) de 2020. El Estado también proporcionó 1,9 
millones de euros (2,03 millones de dólares) en 2022 a programas de 
prevención y ayuda para la trata de mujeres y niñas, un incremento frente a 
los 1,6 millones de euros (1,71 millones de dólares) de 2021. Por otro lado, en 
2022, las comunidades autónomas recibieron 100 millones de euros (106,84 
millones de dólares) de los presupuestos generales para hacer frente a la VG, 
donde se incluyen las mujeres víctimas de trata sexual, aunque no se 
destinaron únicamente a la trata, al igual que en 2020 y 2021. Sin embargo, los 
ayuntamientos, nuevamente, no recibieron fondos en 2022, al igual que en 
2021, lo cual supuso un descenso en comparación con los 20 millones de euros 
(21,37 millones de dólares) recibidos en 2020. En 2022, el Gobierno puso en 
marcha un proyecto de cuatro años (2022-2026) de 12,94 millones de euros 
(13,82 millones de dólares) destinado a la inserción sociolaboral de mujeres y 
niñas que fueron víctimas de trata y explotación sexual o estuvieron en 
contextos de prostitución. El Gobierno, a través de las oficinas de atención a 
las víctimas, derivó a estas víctimas a ONG de financiación pública, que les 
facilitaron asistencia jurídica, refugio, prestaciones sociales, formación en el 
idioma, atención psicológica, fondos para su repatriación y atención sanitaria 
completa a través del sistema nacional de salud. Sin embargo, no todas 
comunidades ni ciudades disponían de oficinas de atención a víctimas 
específicas de trata; el Ministerio de Igualdad (MIG) declaró que había 
servicios para las víctimas de trata en todas las comunidades excepto en La 
Rioja, Ceuta y Melilla. Las víctimas tenían libertad para entrar y salir mientras 
eran atendidas en los centros de acogida, y las víctimas extranjeras podían 
recibir ayuda para regresar voluntariamente a sus países. Existían centros 
especializados para menores de edad víctimas de delitos, y en los centros de 
acogida para víctimas de trata gestionados por ONG se atendía a menores; se 
garantizó asistencia jurídica a los menores. Los centros de protección de 
menores están obligados por ley a aplicar los protocolos de actuación 
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establecidos por la entidad pública de protección a la infancia, que incluyen 
medidas de prevención, detección precoz e intervención para las víctimas. El 
GRETA citó informes de ONG que afirmaban que los migrantes menores no 
acompañados en Ceuta y Melilla eran vulnerables a la trata en los centros de 
detención de inmigrantes. Las ONG también señalaron que los menores que 
viven en centros de protección eran vulnerables a la trata. Los servicios y el 
número de centros de acogida para víctimas varones de trata laboral siguió 
siendo limitado; las autoridades manifestaron dificultades para proporcionar 
asistencia a estas víctimas. La sociedad civil recalcó la falta de centros y 
recursos para víctimas de trata con discapacidades, problemas de salud mental 
y adicciones.   
  
Los fiscales estaban obligados a solicitar un resarcimiento por parte de los 
acusados en todo proceso penal, a menos que las víctimas renunciaran 
expresamente a ese derecho. En 2022, la justicia concedió a al menos 42 de las 
58 presuntas víctimas indemnizaciones pecuniarias por parte de traficantes 
condenados. Sin embargo, las ONG señalaron que las víctimas casi nunca eran 
indemnizadas por los traficantes, ya que los bienes decomisados a estos eran 
difíciles de obtener. El Estado continúo sin tener un fondo de compensación 
estatal para víctimas; las ONG siguieron instando a que se creara dicho fondo. 
La ley 4/2000 eximía a las víctimas de responsabilidad administrativa por los 
actos ilícitos cometidos como consecuencia directa de ser víctimas de trata. Si 
una víctima de trata se encontraba en grave peligro, podía preservarse su 
anonimato; no obstante, las ONG continuaron denunciando la aplicación 
desigual de la protección de las víctimas por parte de los jueces y pidieron 
reformas legales para una mayor protección de los testigos, incrementando las 
medidas para proteger la identidad de los peritos judiciales de las ONG, cuyo 
testimonio no podía ser anónimo según la legislación actual. Aunque los 
menores podían prestar testimonio grabado en vídeo, el Gobierno no extendió 
esa protección a los adultos; las ONG y el Defensor del Pueblo continuaron 
demandando una reforma integral de la ley para proteger a las víctimas de 
cualquier edad y permitirles testificar por videoconferencia para evitar la 
retraumatización. El Gobierno permitió que las víctimas extracomunitarias 
solicitaran un periodo de reflexión de 90 días, durante el cual estaban 
protegidas frente a la deportación y podían restablecerse mientras decidían si 
colaboraban con las autoridades. Las víctimas extranjeras podían solicitar una 
autorización de residencia prorrogable por un máximo de cinco años por 
colaborar con las autoridades; la mayoría obtuvieron autorizaciones de un año 
prorrogables, y podían solicitar la residencia permanente transcurrido dicho 
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periodo de cinco años. El Gobierno no facilitó estadísticas detalladas acerca de 
cuántas víctimas consiguieron autorizaciones de residencia de cinco años o 
protección temporal, aunque en 2022 una organización internacional informó 
de que el Estado concedió autorizaciones de residencia y trabajo a las familias 
de 15 víctimas de trata. En sus dos informes de evaluación de 2013 y 2018, el 
GRETA expresó su preocupación por el hecho de que los periodos de reflexión 
de ciudadanos extracomunitarios dependieran de una solicitud a la Policía de 
Inmigración. Sin embargo, el Gobierno señaló que para los ciudadanos de la 
Unión Europea no se establecía un periodo de reflexión de 90 días ni una fecha 
límite para solicitar servicios sociales o colaborar con las autoridades. Un 
organismo autonómico y varias ONG manifestaron su preocupación por que 
cuando la identificación formal de víctimas la realizaban exclusivamente las 
fuerzas y cuerpos de seguridad, las víctimas no recibieran sistemáticamente 
información sobre la asistencia y protección disponibles; que la Policía se 
apoyara fundamentalmente en los testimonios de las víctimas en lugar de 
reunir pruebas corroborantes; y que se considerara que la trata afectaba 
principalmente a extranjeros, lo cual excluía a los ciudadanos españoles y 
comunitarios del reconocimiento oficial de víctimas y los servicios de 
protección asociados.   
  
PREVENCIÓN  
El Gobierno mantuvo los esfuerzos de prevención. El Relator Nacional, un 
cargo subministerial nombrado políticamente y perteneciente al MI, era el 
responsable de la coordinación, el análisis y la evaluación de los esfuerzos de 
todo el Gobierno, y el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado del MI proporcionó apoyo y asistencia técnica. En 2022, el relator 
mantuvo dos reuniones de coordinación con ONG y dos reuniones 
interinstitucionales con todas las partes implicadas. La sociedad civil señaló 
que el relator y el Gobierno incluyeron activamente a las ONG y a los actores 
implicados en los procedimientos y esfuerzos de coordinación, aunque algunas 
ONG propusieron un mejor enfoque multidisciplinar. A pesar de su amplio 
ámbito de trabajo, el número de miembros de la Oficina del Relator era muy 
limitado, y el Gobierno no anunció el incremento de recursos. En sus informes, 
el GRETA había criticado ya anteriormente la capacidad de la Oficina del 
Relator para evaluar los esfuerzos del Gobierno dada su función 
eminentemente de coordinación interministerial y pidió a este último que 
considerara crear un organismo de evaluación completamente independiente. 
A nivel autonómico y provincial, el Gobierno disponía de 17 delegados de 
comunidades autónomas y de 50 subdelegados provinciales que le asistieron 
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en la gestión de los esfuerzos contra la trata. Además del Relator Nacional, el 
Gobierno también contaba con un Defensor del Pueblo independiente 
responsable de informar y defender los intereses de las víctimas de trata. Por 
otro lado, la Delegación contra la Violencia de Género del Gobierno continuó 
desempeñando un papel fundamental en la coordinación de esfuerzos 
destinados al tráfico sexual, como supervisar la implementación de medidas 
según establece el plan de acción nacional (PAN) y dirigir un grupo de trabajo 
interinstitucional para la trata y la explotación sexual. La Fiscalía creó un grupo 
de trabajo para la trata en el que participaron las fuerzas y cuerpos de 
seguridad, la Comisión Española de Ayuda al Refugiado y organizaciones de la 
sociedad civil; el objetivo del grupo de trabajo era crear una lista de 
indicadores para identificar a potenciales víctimas en diversos puntos de 
entrada, incluidas víctimas procedentes de Ucrania. El Gobierno siguió 
aplicando el PAN 2021-2023 para luchar contra la explotación sexual y trata 
laboral, que incorporaba aportaciones de la sociedad civil. Sin embargo, el PAN 
no incluía una partida presupuestaria específica para su implementación, 
seguía impidiendo que instituciones distintas a la policía identificaran a las 
víctimas, abarcaba un marco temporal muy breve y no incluía medidas de 
seguimiento o evaluación. La sociedad civil propuso que el PAN incluyera 
mayores medidas para promover la coordinación entre las fuerzas y cuerpos 
de seguridad y las ONG. El Gobierno también disponía de un PAN contra el 
trabajo forzoso para 2021-2024, que incluía un grupo de trabajo 
interministerial para supervisar la implementación del plan. Este PAN se 
centraba en la protección de las víctimas y en mejorar la coordinación y las 
políticas del Gobierno para la prevención y detección del trabajo forzoso, pero 
no incluía una partida presupuestaria específica para su implementación.   
  
El Gobierno central, así como diversos gobiernos autonómicos, comunicaron 
que habían visibilizado la trata por medio de varias campañas en redes 
sociales, a menudo en colaboración con la sociedad civil, y través de la difusión 
de material en varios idiomas entre profesionales del ámbito sanitario, 
educativo, servicios sociales y otras profesiones. Las fuerzas y cuerpos de 
seguridad se coordinaron con las embajadas de Bulgaria y Polonia para 
elaborar un folleto informativo con una lista de indicadores de trata, que 
incluía los datos de contacto de la Guardia Civil, y distribuirlo a potenciales 
víctimas de trata en diversos países. El Gobierno continuó realizando esfuerzos 
para reducir la demanda de comercio sexual a través de varias campañas de 
concienciación contra la prostitución. En octubre de 2022, las fuerzas y 
cuerpos de seguridad se unieron a la policía nacional rumana en una campaña 
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conjunta en redes sociales para concienciar sobre la trata de seres humanos y 
reducir la demanda de servicios sexuales y trata laboral. Las fuerzas y cuerpos 
de seguridad mantuvieron una línea de atención telefónica operativa las 24 
horas del día los siete días de la semana, así como un buzón de correo 
electrónico, que podían utilizarse para informar de todo tipo de delitos, 
incluidos presuntos casos de trata. Asimismo, el MIG puso a disposición una 
línea telefónica nacional para la VG, disponible para las víctimas de trata, y 
dedicó una partida adicional de 194.658 euros (207.968 $) en 2022 como 
respuesta a la mayor vulnerabilidad de los refugiados ucranianos. A diferencia 
de años anteriores, el Gobierno no informó del número de llamadas a la línea 
telefónica que derivaron en investigaciones relacionadas con la trata o 
identificación de víctimas. Varias ONG también habilitaron líneas telefónicas 
específicas para la trata: una ONG de financiación pública recibió 316 llamadas 
durante 2022, de las cuales 151 presentaban indicios de trata y 28 derivaron 
en identificaciones oficiales de víctimas por parte de las fuerzas y cuerpos de 
seguridad; una ONG declaró haber asistido a 35 potenciales víctimas a través 
de su línea; mientras que otra notificó la identificación formal de 85 víctimas a 
través de las llamadas a la suya. La sociedad civil propuso habilitar una línea 
nacional específica para la trata, disponible en varios idiomas, para mejorar la 
coordinación entre las fuerzas y cuerpos de seguridad y las ONG y facilitar la 
comunicación con las potenciales víctimas.   
  
La contratación laboral fraudulenta continuó siendo motivo de preocupación. 
El Gobierno reconoció el aumento de la vulnerabilidad al tráfico de mano de 
obra, especialmente en el sector agrícola, por lo que en 2022 incrementó la 
asignación presupuestaria para realizar más inspecciones y participó en 
jornadas de acción conjunta centradas en el sector agrícola; no obstante, no se 
informó de resultados específicos en materia de tráfico de mano de obra. Los 
trabajadores extranjeros no necesitaban la aprobación previa del Gobierno 
para cambiar de empleador y la legislación prohíbe cobrar tasas a trabajadores 
extranjeros por la contratación o búsqueda de empleo. No obstante, es posible 
que algunas empresas de contratación de mano de obra e intermediarios 
cobraran tales tasas, lo cual podría haber dado lugar a situaciones de 
servidumbre por deuda. Asimismo, las autoridades laborales expresaron su 
preocupación acerca de la práctica de algunas empresas de subcontratar o de 
ceder ilegalmente a sus trabajadores a otras empresas, lo cual podría haber 
aumentado la vulnerabilidad de los trabajadores a la explotación. El Gobierno 
no disponía de rigurosos requisitos de acreditación o de concesión de licencias 
para que las empresas contratantes de mano de obra pudieran operar, más 
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allá de pasar inspecciones para comprobar el cumplimiento de la normativa y 
de redactar una “declaración responsable”; el Gobierno no informó de la toma 
de medidas generales para prevenir y evitar la contratación fraudulenta por 
parte de empresas contratantes de mano de obra. Los inspectores de trabajo 
no tenían competencia para identificar a víctimas de tráfico de mano de obra, 
que sólo podían ser identificadas en inspecciones conjuntas con inspectores de 
trabajo y agentes de las fuerzas y cuerpos de seguridad. Los inspectores de 
trabajo no podían realizar sin previo aviso inspecciones del alojamiento de los 
empleados domésticos, ni investigar presuntos abusos si no había una 
denuncia formal; dada la gran cantidad de trabajadores y cuidadores 
domésticos existente en España, esto podría haber aumentado la 
vulnerabilidad y haber dejado desprotegidas a algunas víctimas. El Gobierno 
contó con al menos 24 agregados laborales en las embajadas españolas en el 
extranjero que reportaron casos de tráfico de mano de obra.   
  
PERFIL DE LA TRATA: Como se ha informado durante los últimos cinco años, 
los traficantes de personas explotan a víctimas extranjeras en España y, en 
menor medida, a víctimas españolas tanto en España como en el extranjero. La 
trata laboral está infradetectada en España. Las autoridades y las ONG 
informaron de un aumento en algunas formas de trata laboral desde 2020-
2022, especialmente en la agricultura, servicios domésticos y cultivo de 
cannabis en Cataluña. Los refugiados ucranianos, mayoritariamente mujeres y 
niños que huyeron de la guerra de Rusia contra Ucrania, son vulnerables a la 
trata. Los traficantes de mano de obra continuaron explotando a hombres y 
mujeres de Argelia, Marruecos, Nicaragua, Rumanía, Senegal, Ucrania y 
Venezuela, especialmente en el sector textil, agrícola, minorista, industrial, 
construcción, restauración, belleza, trabajo doméstico y en centros de cuidado 
de personas de la tercera edad. Los traficantes rumanos, españoles, 
nicaragüenses y hondureños a menudo explotan a miembros de su propia 
familia en el tráfico de mano de obra. Los grupos mafiosos dirigidos por 
ciudadanos vietnamitas y de la República Popular China (RPC) explotan a cada 
vez más víctimas vietnamitas en el sector agrícola o en plantaciones de 
cannabis. Los trabajadores migrantes de Marruecos son vulnerables a la 
explotación laboral en el sector agrícola, especialmente en granjas frutícolas, y 
en ocasiones se les embauca y contrata de manera fraudulenta. Las mujeres 
de la RPC son vulnerables a la contratación fraudulenta y a la servidumbre por 
deuda. Los grupos mafiosos dirigidos por ciudadanos nigerianos y de la RPC 
suelen trabajar con un colaborador local español.   
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Los traficantes sexuales explotan a mujeres de Europa del Este, Sudamérica, 
Centroamérica, Vietnam, la República Dominicana, RPC y, en menor medida 
que años anteriores, Nigeria. Las autoridades informan de que las mujeres 
colombianas, paraguayas y venezolanas actualmente constituyen el mayor 
grupo demográfico de víctimas de trata con fines de explotación sexual. Los 
traficantes sexuales emplean la contratación fraudulenta, el trabajo forzoso y 
la servidumbre por deuda para explotar a mujeres y personas del colectivo 
LGBTQI+ que huyen del colapso social y económico de Venezuela. La 
legislación española ni permite ni prohíbe la prostitución, y las ONG estiman 
que entre el 80 y el 90 por ciento de las 500.000 personas dedicadas al 
comercio sexual en España son víctimas de trata no identificadas. Ha seguido 
aumentando el uso de domicilios privados, en lugar de burdeles o clubes, así 
como la contratación por internet que se observó a raíz de la pandemia, pese a 
que las restricciones de desplazamiento impuestas por esta ya no estén 
vigentes. Los traficantes sexuales continúan utilizando plataformas en línea, 
como redes sociales, aplicaciones móviles y la internet profunda, para captar y 
explotar a las víctimas y para alquilar apartamentos, con el fin de que sus 
operaciones ilícitas sean difíciles de rastrear. Las redes organizadas de tráfico 
sexual explotan a mujeres, principalmente de Sudamérica, contratándolas 
fraudulentamente para puestos de trabajo inexistentes y posteriormente 
usando la drogodependencia y la servidumbre por deuda como medio de 
coacción. Los traficantes sexuales siguen utilizando ritos vudús para forzar a 
mujeres y niñas de Nigeria a iniciarse en el comercio sexual. El creciente 
número de migrantes indocumentados recién llegados, incluidos los 15.682 
que llegaron a las Islas Canarias en 2022, son vulnerables a la trata. Los 
migrantes menores no acompañados continúan siendo vulnerables a la trata 
con fines de explotación sexual y a la mendicidad forzada. Las mujeres gitanas 
en España son vulnerables a la trata laboral.   
  
 


